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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2008-01116-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
GUSTAVO DE JESÚS LOBO QUINTERO

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                             : 
Una persona que siendo beneficiaria del régimen de transición que pierde los beneficios de aquel por trasladarse del régimen de prima media al de ahorro individual, pero que después regresa nuevamente al régimen de prima media, tiene derecho a recobrar los privilegios del régimen de transición si cumple los siguientes requisitos: i) Si contaba para el 1° de abril de 1994 con 15 años de servicios cotizados, y,  ii) si al cambiarse nuevamente al régimen de prima media, traslada a él todo el ahorro que hubiere efectuado en el régimen de ahorro individual. Lo anterior quiere decir que para recobrar el régimen de transición no basta con tener más de 40 años (en el caso de los hombres) al 1° de abril de 1994, sino que indefectiblemente esa recuperación está supeditada a probar que para esa fecha tenía más de 15 años de servicios independientemente de la edad. 
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0060
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los diecisiete (17) días del mes de septiembre del año dos mil nueve (2009), siendo las nueve de la mañana (09:00 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligenciase reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor GUSTAVO DE JESÚS LOBO QUINTERO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 15 de mayo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar en favor del señor GUSTAVO DE JESÚS LOBO QUINTERO la pensión de vejez a que tiene derecho a partir del 2 de enero de 2008, con el reajuste que corresponda de acuerdo al IPC y los intereses moratorios desde cuando se causó el derecho y hasta que se efectúe el pago, así como el pago de las costas procesales.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 007058 del 28 de julio de 2008 expedida por el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES se le negó el reconocimiento de la pensión de vejez, bajo el argumento que le era aplicable el Artículo 9 de la Ley 793 de 2003, y que bajo dicho precepto no alcanzada a acreditar la densidad de semanas allí requeridas.

Aduce que durante toda su vida laboral ha cotizado 1042 semanas, tal y como lo reconoce la entidad demandada al expedir la Resolución N° 007058 de 2008.

Expone que es beneficiario del régimen de transición, toda vez que al momento de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993 contaba con mas de 40 años de edad y acreditaba más de 15 años de cotizaciones al Instituto de Seguros Sociales, por lo que le es aplicable el Acuerdo 049 de 1990, para el reconocimiento de su pensión.
Expresa que  a pesar de haberse trasladado del régimen de ahorro individual con solidaridad, no pierde el derecho a ser beneficiario del régimen de transición conforme a lo establecido en el literal a) del artículo 2° de la Ley 793 de 2003 y en la Sentencia C-789 de 2002.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos formulados en la demanda y niega otros tantos pues considera que el demandante no tiene derecho a la pensión de vejez bajo los postulados del régimen de transición, por haber trasladado sus aportes al régimen de ahorro individual, renunciando así a este beneficio. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “FALTA DE CAUSA POR IMPROCEDENCIA DE LA LIQUIDACIÓN DE LA PENSIÓN  EN LA FORMA PRETENDIDA” y “EXONERACIÓN DE CONDENA POR BUENA FE”.
III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones de la demanda formulada por el señor GUSTAVO DE JESÚS LOBO QUINTERO, condenándolo en costas a favor de la entidad demandada.
Para arribar a la anterior determinación, expresó que cuando se trata del traslado entre regímenes del sistema de seguridad social, debe analizarse si con dicho traslado se pierde el derecho a gozar del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, para acceder al reconocimiento pensional y que de conformidad con las normas que rigen ese asunto en especial (Art. 13 Ley 797/03, Decreto 3800/03) puede afirmarse que el actor “perdió el derecho de transición” porque para el momento en que entró en vigencia la Ley 100 de 1993 no contaba con 15 años de servicios cotizados y como consecuencia de ello, su situación debe ser examinada frente al Artículo 33 de la Ley 100 de 1993, que para la fecha en que arribó a la edad de 60 años –en el año 2008- la densidad de semanas requerida era de 1125, de las cuales acredita 1052, por lo que le hacen falta 73 semanas.
IV. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandada presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que el despacho no tuvo en cuenta al momento fallar la Sentencia T-818 del 4 de octubre de 2007, relacionada en la demanda, en la cual se establece “que los requisitos para ser beneficiario del régimen de transición son disyuntivos, esto es, basta que una persona acredite uno de ellos”, esto es los 15 años de servicios cotizados o 40 años de edad al momento de entrar en vigencia el sistema de seguridad social. Que el actor acreditó el segundo de ellos – 40 años de edad-, por lo tanto sigue siendo beneficiario del régimen de transición a pesar de haberse trasladado de régimen, “pues con el retorno al régimen de prima media con prestación definida se conserva la condición de beneficiario del régimen de transición”

Señala también que se desconoce en el fallo que el régimen de transición constituye un derecho adquirido, de acuerdo con las Sentencias C-1024 de octubre 20 de 2004 y T-818 del 4 de octubre de 2007.

V. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problemas jurídicos por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

· ¿En qué casos, una persona que siendo beneficiaria del régimen de transición que pierde los beneficios de aquel por trasladarse del régimen de prima media al de ahorro individual, pero que después regresa nuevamente al régimen de prima media, puede recobrar los privilegios del régimen de transición?
3. Pérdida de los beneficios del régimen de transición:

El quid del asunto radica en determinar si el demandante recuperó el régimen de transición al cual tenía derecho por cumplir los requisitos del artículo 36 de la ley 100 pero que perdió cuando se cambió del régimen de prima media al régimen de ahorro individual el 17 de marzo de 1999 (fl. 97). El actor alegó que recuperó dicha prerrogativa al retornar al Instituto de Seguros Sociales el 28 de enero de 2004 (fl. 68), argumento que desechó la juez de primer grado porque si bien reconoció que el actor contaba con más de 40 años de edad al momento de entrar a regir la ley 100/93, no recuperó los beneficios del régimen de transición porque para ello necesitaba demostrar que tenía 15 años de servicios al 1° de abril de 1.994, de conformidad al artículo 2° del Decreto 3800 de 2003, fecha para la cual apenas probó 11 años, 8 meses y 3 días. 
Sobre este punto, la Sala tuvo oportunidad de referirse en una acción de tutela, cuyos supuestos fácticos son similares a los que ahora se exponen y por eso nos parece conveniente reproducir apartes de dicha sentencia, porque tiene la virtud de explicar con suficiente claridad las consecuencias que acarrea para el trabajador el cambio del régimen de prima media al régimen de ahorro individual, especialmente cuando es beneficiario del régimen de transición que  –recuérdese-  la transición sólo opera para los afiliados al ISS, esto es, al régimen de prima media. Dijo el reciente fallo de fecha 14 de septiembre de 2009, Acta N° 0112, Accionante: Gladys Stella Ramírez Camargo, Accionado: ISS, M.P. Dr. Francisco Javier Tamayo Tabares:

“III. Limitaciones para el traslado entre regímenes pensionales.

Todos los afiliados al sistema de seguridad social en pensiones, cuentan con una serie de derechos, como lo es el acceder a las diferentes prestaciones que otorga el mismo y a que se les proteja contra los imprevistos de invalidez, vejez o muerte. 

Pero además, tal sistema general permite que el afiliado escoja libremente el régimen de pensiones al cual se quiere afiliar, posibilidad que se encuentra contemplada en la primera parte del literal e) del artículo 13 de la Ley 797 de 2003, con el siguiente tenor literal: “Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de pensiones que prefieran”. Este derecho a la libre escogencia, ha sido destacado por la Corte Constitucional como integrante directo del derecho constitucional a la seguridad social, pues en virtud del mismo se accede en forma libre y voluntaria al sistema pensional.

Ahora, una vez se ha accedido al sistema pensional en aplicación del derecho a la libre escogencia para movilizarse dentro del mismo, el legislador tuvo a bien establecer una serie de limitaciones que, como lo analizó la Corte Constitucional en la sentencia C-1024 de 2004, son medidas adecuadas y tienen un objetivo acorde con la Constitución, pues pretenden mantener el sistema pensional capitalizado y viable económicamente. Esas limitaciones están establecidas en los apartes siguientes de la norma mencionada, con el siguiente tenor: “Una vez efectuada la selección inicial, estos [los afiliados] sólo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial”. 

Dispone la norma en mención un límite temporal o período de permanencia en cada régimen, lapso dentro del cual, no podrá haber traslado entre el sistema de ahorro individual y el de prima media y viceversa. Constituye ésta la primera limitación establecida por el legislador al ejercicio del derecho a la libre escogencia.

Pero además estimó prudente el creador de la ley, establecer una limitación o prohibición total al traslado entre regímenes pensionales para cierto grupo de afiliados. Fijó en la parte final de la norma que viene en cita. “Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez”. 

Esta prohibición de traslado fue objeto de estudio por parte del órgano encargado de la guarda de la Constitución, mereciéndole el siguiente pronunciamiento:

“(…)[
].

Como se observa, la Corte avaló tal prohibición de traslado, entendiéndola como una medida protectiva del interés general y del financiamiento del sistema de pensiones.

Así las cosas, se puede concluir que dentro del sistema de seguridad social en pensiones opera el derecho a la libre escogencia de régimen pensional, pero tiene dos grandes limitaciones, siendo la primera de carácter parcial, siendo posible cambiarse de régimen una vez cada 5 años y la segunda con carácter total, evitando el traslado cuando al afiliado le falten 10 o menos años para adquirir el derecho a la pensión de vejez, después de un año de vigencia de la Ley 797 de 2003. 

IV. Aplicación de las limitaciones para traslado entre regímenes pensionales para afiliados beneficiarios de transición.

Las limitaciones anteriormente estudiadas, también se aplican a los afiliados que son beneficiarios del régimen de transición, aunque los efectos que allí surgen han sido modulados en forma diversa por parte del legislador y la Corte Constitucional, partiendo de la forma como se adquirió el beneficio transicional.
En efecto, para el estudio de la transición la Corte ha señalado la existencia de tres grupos beneficiarios del mismo: (i) los hombres que al 1º de abril de 1994, contaban con 40 o más años de edad; (ii) las mujeres que al 1º de abril de 1994 contaban con 35 o más años de edad y (iii) mujeres y hombres que al 1º de abril de 1994, contaran con 15 o más años de servicios o su equivalente en cotizaciones.

Esta división de grupos la realiza el Tribunal Constitucional, con el fin de establecer los efectos del traslado al interior del sistema pensional, pues el legislador, en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, estableció consecuencias en la movilidad de los dos primeros grupos, mas nada dijo respecto a similar aspecto del último grupo.

En efecto, el 4º inciso del canon mencionado establece: “Lo dispuesto en el presente artículo para las personas que al momento de entrar en vigencia el régimen tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, no será aplicable cuando estas personas voluntariamente se acojan al régimen de ahorro individual con solidaridad, caso en el cual se sujetarán a todas las condiciones previstas para dicho régimen” –negrillas para destacar-.
Nótese como el canon trascrito establece una costosa consecuencia para quienes siendo beneficiarios de transición por edad, deciden trasladarse al régimen de ahorro individual. El resultado de dicha decisión es que se pierden los beneficios transicionales.

Sin embargo, tal situación no se aplica a quienes, siendo beneficiarios de transición por tiempo de servicios, se trasladen al régimen de ahorro individual con solidaridad y retornen al sistema de prima media, pues en este caso, podrán conservar los beneficios transicionales.

Respecto al tema, la Corte Constitucional se ha pronunciado con el siguiente tenor:

“Como se dijo anteriormente, los incisos 4º y 5º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 no están contrariando la prohibición de renunciar a los beneficios laborales mínimos, pues las personas que cumplen los requisitos necesarios para hacer parte del régimen de transición no tienen un derecho adquirido a su pensión.  Sin embargo, el valor constitucional del trabajo (C.N. preámbulo y art. 1º), y la protección especial que la Carta le otorga a los trabajadores, imponen un límite a la potestad del legislador para configurar el régimen de seguridad social.  En virtud de dicha protección, los tránsitos legislativos deben ser razonables y proporcionales, y por lo tanto, la ley posterior no podría desconocer la protección que ha otorgado a quienes al momento de entrada en vigencia del sistema de pensiones llevaban más de quince años de trabajo cotizados.
 Como se desprende de la lectura del inciso segundo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el legislador previó el régimen de transición en favor de tres categorías de trabajadores que, al momento de entrar en vigor dicha ley, cumplieran con determinados requisitos.  En primer lugar, los hombres que tuvieran más de cuarenta años;  en segundo lugar, las mujeres mayores de treinta y cinco y; en tercer lugar, los hombres y mujeres que, independientemente de su edad, tuvieran más de quince años de servicios cotizados; requisitos que debían cumplir al momento de entrar en vigencia el sistema de pensiones, conforme lo establece el artículo 151 de dicha ley.  
 
A su vez, como se desprende del texto del inciso 4º, este requisito para mantenerse dentro del régimen de transición se les aplica a las dos primeras categorías de personas; es decir, a las mujeres mayores de treinta y cinco y a los hombres mayores de cuarenta.  Por el contrario, ni el inciso 4º, ni el inciso 5º se refieren a la tercera categoría de trabajadores, es decir, quienes contaban para la fecha (1º de abril de 1994) con quince años de servicios cotizados.  Estas personas no quedan expresamente excluidos del régimen de transición al trasladarse al régimen de ahorro individual con solidaridad, conforme al inciso 4º, y por supuesto, tampoco quedan excluidos quienes se trasladaron al régimen de prima media, y posteriormente regresan al de ahorro individual, conforme al inciso 5º.
 
El intérprete podría llegar a concluir, que como las personas con más de quince años cotizados se encuentran dentro del régimen de transición, a ellos también se les aplican las mismas reglas que a los demás, y su renuncia al régimen de prima media daría lugar a la pérdida automática de todos los beneficios que otorga el régimen de transición, así después regresen a dicho régimen.  Sin embargo, esta interpretación resulta contraria al principio de proporcionalidad.  
 
Conforme al principio de proporcionalidad, el legislador no puede transformar de manera arbitraria las expectativas legítimas que tienen los trabajadores respecto de las condiciones en las cuales aspiran a recibir su pensión, como resultado de su trabajo. Se estaría desconociendo la protección que recibe el trabajo, como valor fundamental del Estado (C.N. preámbulo, art. 1º), y como derecho-deber (C.N. art. 25). Por lo tanto, resultaría contrario a este principio de proporcionalidad, y violatorio del reconocimiento constitucional del trabajo, que quienes han cumplido con el 75% o más del tiempo de trabajo necesario para acceder a la pensión a la entrada en vigencia del sistema de pensiones, conforme al artículo 151 de la Ley 100 de 1993 (abril 1º de 1994), terminen perdiendo las condiciones en las que aspiraban a recibir su pensión.
 
En tal medida, la Corte establecerá que los incisos  4º y 5º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 resultan exequibles en cuanto se entienda que los incisos no se aplican a las personas que tenían 15 años o más de trabajo cotizados para el momento de entrada en vigor del sistema de pensiones consagrado en la Ley 100 de 1993, conforme a lo dispuesto en el artículo 151 del mismo estatuto”
 –negrillas para destacar-.   
Ya respecto a la movilidad de estas personas dentro del sistema, ha dicho la jurisprudencia constitucional que quienes adquirieron el beneficio transicional por quince años de servicios, pueden retornar al sistema en cualquier momento, incluso, si les falta 10 años o menos. Del tema se ocupó ese Alto Tribunal en la sentencia C-1024 de 2004, declarando exequible el aparte final del literal e del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado por el canon 3º de la Ley 797 de 2003, bajo el entendido de que esa prohibición no opera para quienes pretenden retornar al régimen de prima media para recuperar los beneficios transicionales.

Conforme a lo dicho, puede colegirse que los afiliados al sistema general de pensiones que son beneficiarios de las normas de transición por contar al 1º de abril de 1994 con más de quince años de servicios o su equivalente en cotizaciones, no están sujetos a la limitación de movilidad en el sistema cuando les falte diez años o menos para adquirir la pensión, es decir que pueden regresar al régimen de prima media, en cualquier tiempo, cuando previamente se hubieren trasladado al de ahorro individual.

A esta conclusión llegó recientemente la Corte Constitucional, en un caso de tutela, estableciendo:

“22.- Del anterior recuento, se puede concluir que según la jurisprudencia constitucional, algunas de las personas amparadas por el régimen de transición pueden regresar, en cualquier tiempo, al régimen de prima media cuando previamente hayan elegido el régimen de ahorro individual o se hayan trasladado a él, con el fin de pensionarse de acuerdo a las normas anteriores a la ley 100 de 1993. Estas personas son las que cumplan los siguientes requisitos: 

(i) Tener, a 1 de abril de 1994, 15 años de servicios cotizados. 

(ii) Trasladar al régimen de prima media todo el ahorro que hayan efectuado en el régimen de ahorro individual, sin importar que dicho ahorro sea inferior al aporte legal correspondiente en caso de que hubieran permanecido en el régimen de prima media”
 –negrillas para destacar-. 

Es evidente –entonces- que se trata de un requisito básico y esencial, para inaplicar la prohibición de traslado, que la persona sea beneficiaria del régimen de transición, por contar con el tiempo de servicios que exige el canon 36 de la Ley 100 de 1993”. (Subrayas fuera de texto) (Sentencia del 14 de septiembre de 2009, Acta No. 0112, Accionante: Gladys Stella Ramírez Camargo, Accionado: Instituto de Seguros Sociales, M.P. Dr. FRANCISCO TAMAYO TABARES, Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira).
Corolario de lo antedicho, una persona que siendo beneficiaria del régimen de transición (porque pertenece a una de las tres categorías de beneficiarios del artículo 36 de la ley) pierde los beneficios de aquel por trasladarse  del régimen de prima media al de Ahorro Individual, pero puede volver  a recobrar los privilegios del régimen de transición sólo si cumple los siguientes requisitos: i) Si contaban para el 1º de abril de 1994 con 15 años de servicios cotizados, y, ii) si regresa nuevamente al régimen de prima media en cualquier tiempo, pero al hacerlo traslada a él todo el ahorro que hubiere efectuado al régimen de ahorro individual con solidaridad.
Aplicando lo anterior al caso de autos, tenemos que el Sr. GUSTAVO DE JESÚS LÓPEZ QUINTERO perdió todos los privilegios del régimen de transición, porque de su historia laboral se observa que al 1° de abril de 1994 había cotizado 3960 días
, esto es, 11 años (folio 88), tal como lo sentenció acertadamente la A quo. En otras palabras, el actor si bien fue beneficiario del régimen de transición, lo fue por edad y no por tiempo de servicios, y por esa razón al trasladarse del régimen de prima media al régimen de ahorro individual malogró la posibilidad de pensionarse con la ley anterior, a pesar de regresar nuevamente al ISS, según se explicó en líneas anteriores, donde quedó claramente establecido que sólo tienen derecho a recuperar el régimen de transición quienes accedieron a él por tiempo de servicios. 

La conclusión anterior nos lleva a su vez a considerar que resulta inútil  entrar a analizar si el régimen de transición es un derecho adquirido, como alega el demandante, porque aún aceptando esa tesis, esto es, que es un derecho adquirido, el actor lo frustró al cambiarse al régimen de ahorro individual. 

Así las cosas, la Sala confirmará en su integridad la sentencia de primera instancia. 
En consideración a lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira,

R E S U E L V E:

PRIMERO-. CONFIRMAR la sentencia proferida el 15 de mayo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor GUSTAVO DE JESÚS LOBO QUINTERO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 
SEGUNDO.-  CONDENAR a la parte demandante a pagar costas en esta instancia a favor de la parte demandada. Liquídense por secretaría.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

[�] Sentencia C-1024  de 2004. M.P. Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL.


[�] Sentencia C-789-02


� Sentencia T-168 de 2009. M.P. Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO.


� LIQUIDACIÓN DÍAZ COTIZADOS A 1° DE ABRIL DE 1994:


	1975.02.03 – 1975.03.12			  38


1979.04.23 – 1979.10.20			181


1980.02.01 – 1980.11.17			291


1981.02.02 – 1981.10.16			257


1982.02.10 – 1982.11.18			282


1984.02.20 – 1984.11.15 			270


1985.03.15 – 1985.11.15			246


1986.03.03 – 1986.11.14			257


1987.03.03 – 1987.11.20			263


1988.03.02 – 1989.11.20 			629


1990.02.14 – 1990.11.20			280


1991.02.20 – 1191.11.17 			271


1992.02.14 – 1993.11.30 			656


1994.02.22 – 1994.30.03			  39


          3960 días / 360= 11 años 








